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Por existir identidad tanto de objeto como de entidad accionada, en los términos del artículo 3º del Decreto 1382 de 2000, esta Sala de Decisión emprende ahora la labor de desatar mediante un solo proveído las impugnaciones incoadas contra los siguientes fallos de tutela:

	FECHA DEL FALLO
	JUZGADO QUE LO EMITE
	ACCIONANTE
	ACCIONADO
	DECISIÓN

	Noviembre 30 de 2005
	Juzgado Primero Penal del Circuito 
	YENNY MONTENEGRO
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	CONCEDE AMPARO

	Enero 5 de 2006
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira
	LUZ MIRYAM PARRA VALLE
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	NIEGA AMPARO

	Noviembre 22 de 2005
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira 
	LUZ MARIA MARIN OCAMPO
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	CONCEDE AMPARO

	Noviembre 16 de 2005
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado
	NATIVIDAD SANCHEZ GALLON
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE

	Enero  6 de 2006
	Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
	ALBA LUCIA ZAPATA ARROYAVE
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	NIEGA AMPARO

	Noviembre 11 de 2005
	Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
	NANCY AGUIRRE RAMIREZ
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE

	Noviembre 25 de 2005
	Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.
	JOSE LUIS MESA MEJIA
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge d E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira e Pereira
	DECLARA IMPROCEDENTE

	Enero 2 de 2006
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado
	LUZ NELLY BERMUDEZ VILLADA
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	NIEGA AMPARO

	Noviembre 16 de 2005
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito 
	MARY ELENA GIRALDO GONZALEZ
	E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira
	CONCEDE AMPARO


1.- SOLICITUDES  

De los respectivos escritos se extracta que todos los accionantes estuvieron vinculados a la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge de Pereira, hasta cuando sus empleos fueron suprimidos por razón de la reestructuración que se hizo en tal entidad, a finales del año dos mil cinco (2005). Acuden al mecanismo constitucional, en procura del amparo de sus derechos, en particular, por cuanto consideran que no podían ser desvinculados de sus cargos habida cuenta de ostentar la condición de madre, padre, hombre o mujer cabeza de familia, sujetos especiales de la protección constitucional que no puede desconocer el Estado. En consecuencia, solicitan el reintegro a los cargos que venían desempeñando o a unos similares, sin solución de continuidad. Sobre el punto adujeron:

- La señora YENNY MONTENEGRO, considera que es madre cabeza de familia, porque es la persona responsable y encargada de la manutención de sus hijos Santiago y Tatiana Aguirre Montenegro de 3 y 7 años de edad, respectivamente. Afirma que actualmente tiene un crédito para vivienda con el banco AV Villas. La actora laboraba como Auxiliar de planta de Personal.
- La ciudadana LUZ MIRYAM PARRA VALLE, justifica su petición en el hecho de ser madre cabeza de familia ya que tiene a su cargo el sustento de su pequeña hija y de sus padres mayores de edad, los cuales no reciben ingresos mensuales o emolumento alguno por parte del Estado. Su despido ocurrió el dieciséis (16) de abril de dos mil cuatro (2004) y fue el producto de la supresión de cargos adelantada en esa fecha, lo cual en su caso se produjo mediante la resolución 410 de ese mismo día. Para la época de su despido laboraba como Auxiliar Administrativa.
- En el caso de la señora LUZ MARIA MARIN OCAMPO, que desempeñaba el cargo de Trabajadora Social, manifiesta ser mujer cabeza de familia. Con los recursos  económicos obtenidos por la remuneración de la relación laboral que tenía con la E.S.E. Hospital San Jorge, sufragaba las necesidades básicas de sus padres JOSE ADOLFO MARIN ESCOBAR y MARIA ADELA OCAMPO, personas incapacitadas para trabajar, que no reciben ingresos, ni pensiones. Argumenta además, que tiene obligaciones con el Fondo Nacional del Ahorro y FONBIENESTAR, encontrándose en mora con éste último. 
- En lo que hace con la señora NATIVIDAD SANCHEZ GALLON, laboraba como Auxiliar de Enfermería y hace referencia a ser madre cabeza de familia por ser responsable económicamente de su progenitora ANA CELINA GALLON DE SANCHEZ (75 años), cuyos gastos de alimentación, vestuario, salud y vivienda;  cubría. Ante la pérdida de su fuente de empleo, quedó en indefensión y sus condiciones de vida reducidas por la precariedad en que la dejó la decisión administrativa que suprimió el empleo del cual era titular.
- Por parte de la señora ALBA LUCIA ZAPATA ARROYAVE, se alega la condición de mujer cabeza de familia ya que es la única que vela social y económicamente no solo por su propia subsistencia, sino de la de sus dos hijos menores de edad. Manifiesta que su compañero permanente, al igual que ella, desempeñaba funciones como Operario de servicios generales en la misma institución

- En la acción instaurada por la señora NANCY AGUIRRE RAMIREZ quien laboraba como Auxiliar de Enfermería, se pone de presente que es madre cabeza de familia, ya que su hogar está conformado por su hijo menor de edad FELIPE OSPINA AGUIRRE de 3 años de edad, y su esposo DANIEL OSPINA. Vela por sus padres HERIBERTO y ALICIA de 72 y 65 años de edad, respectivamente, a quienes les brinda todo lo que demandan. Son personas de la tercera edad con múltiples enfermedades, como consta en sus historias clínicas, y además, no reciben pensión. 
- En cuanto al señor JOSE LUIS MESA MEJIA (Auxiliar de servicios generales), manifiesta que fue empleado de la E.S.E. Hospital San Jorge de Pereira, durante 14 años aproximadamente, al ser notificado de la supresión del cargo decidió recibir la indemnización por ser padre cabeza de familia y no tener otra posibilidad para mantener económicamente a sus dos (2) hijas, luego fue llamado para laborar en una Cooperativa, y como pago tenía solamente la mitad de lo que ganaba antes; sin embargo, decidió quedarse allí, debido a la no cancelación íntegra de la indemnización a que tenía derecho y de todas formas, a los meses siguientes fue despedido.
- La señora LUZ NELLY BERMUDEZ VILLADA, desempeñaba el cargo de Auxiliar de Enfermería. Considera que se encuentra en  posición de mujer cabeza de familia, por hallarse conformado su hogar por dos hijos: Andrés Felipe y Luisa Fernanda Arias Bermúdez, de 14 y 8 años de edad respectivamente, y su esposo, quien posee una revuelteria, pero con la cual no obtiene los ingresos necesarios para solventar todas las necesidades básicas del núcleo familiar y a cuyo sostenimiento coadyuvaba, en gran parte hasta el momento que laboraba en la E.S.E. Hospital San Jorge. Por lo tanto, aduce la afectación de los mínimos ingresos para el sostenimiento económico del núcleo familiar. 
- Finalmente, en la acción instaurada por la señora MARY ELENA GIRALDO GONZALEZ, despedida desde la posición de Terapeuta, argumenta que es mujer cabeza de familia, y que con los recursos económicos obtenidos por la remuneración de la relación laboral que tenía con la E.S.E. Hospital San Jorge, sufragaba los gastos de educación, alimentación, vestuario, salud y vivienda de su hijo DAVID LEONARDO ROLDÁN GIRALDO, quien ante la pérdida de su fuente quedará en indefensión y sus condiciones de vida reducidas por la precariedad en que la ha dejado la decisión administrativa.
Con las respectivas demandas, se anexaron copias de los documentos que hacían alusión a lo manifestado en ellas, en especial en lo que hacía referencia a la condición de madres, padre, mujer cabeza de familia, para lo cual se acudió a declaraciones extrajuicio y en los casos de menores estudiantes, a acreditar tal condición por intermedio de las constancias de matrículas. Así mismo, se aportó jurisprudencia de la Corte Constitucional atinente a los derechos considerados como vulnerados.

 2.- SENTENCIAS 

2.1 La señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, estimó que estaba plenamente comprobada la condición de madre cabeza de familia de la señora YENNY MONTENEGRO, dado que tiene a su cargo la manutención de sus dos hijos menores de tres (3) y siete (7) años de edad, por lo que es obligación del Estado velar por su protección, de tal manera que otorgó la protección de los derechos vulnerados.
2.2 Caso contrario ocurrió en la concepción que tuvo sobre la procedencia de la acción interpuesta por la señora LUZ MIRYAM PARRA VALLE, ya que considera la no advertencia por parte alguna de la inminencia del perjuicio, toda vez que la terminación del contrato de trabajo ocurrió hace más de un año; no hay una explicación sensata para un silencio tan prolongado; con mayor razón, cuando se habla de las apremiantes condiciones familiares, además que se tiene constancia dentro del expediente que la accionante fue indemnizada. No se puede deducir tampoco, que la responsabilidad del hogar y la manutención del hijo y su madre dependan exclusivamente de ella; fundamentos que llevaron a la no concesión del amparo solicitado.
2.3 El señor Juez Sexto Penal del Circuito, al referirse a la acción promovida por la señora LUZ MARIA MARIN OCAMPO, manifiesta que la E.S.E. Hospital San Jorge, al despedir a algunos de sus trabajadores, desconoció normas de rango constitucional, además del aspecto humano y social de sus empleados por tener que renunciar a su carrera administrativa, optar por una ínfima indemnización y aceptar nuevamente ser contratados en Cooperativas con disminución de su salario en un 30% y 40%, con lo cual se demuestra el quebrantamiento de los derechos fundamentales. De otro lado, estaba plenamente comprobado en el plenario la condición de cabeza de familia de la tutelante, ya que, aunque no tiene hijos menores, es la encargada de velar por el hogar conformado por sus padres de 69 y 75 años que no se desempeñan en empleo externo alguno y no reciben ninguna pensión, por lo que decidió tutelar los derechos fundamentales vulnerados.
2.4 En lo concerniente a las tutelantes NATIVIDAD SANCHEZ GALLON Y LUZ NELLY BERMUDEZ VILLADA, el señor Juez Penal del Circuito Especializado rechazó la condición de “mujer cabeza de familia” que proclaman ostentar, porque considera que tienen la posibilidad de trabajar dada la experiencia  en el campo de la enfermería, la cual les brinda la oportunidad de ubicarse en otra entidad para prestar dicho servicio.
Adicionalmente, dice que ambas son casadas y conviven con sus esposos, por ende, sus cónyuges representan un apoyo no solo moral, sino también económico, lo que indica que no existe la más remota posibilidad de que las accionantes se encuentren en una situación de desamparo o indefensión. Además de esto, recibieron el pago de sus respectivas indemnizaciones y prestaciones Sociales, las cuales constituyen una reparación anticipada del daño y por lo mismo, excluye lógicamente la presencia del perjuicio irremediable. Considera que las resoluciones que produjeron sus desvinculaciones, al no ser objeto de los recursos de ley, demuestran que las actoras estuvieron conformes con la decisión de la administración en tal sentido, por lo que han tenido a su alcance otros mecanismos de defensa judicial. Por tales consideraciones, no concedió en ambos eventos el amparo solicitado.

2.5 El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, antes de tomar la decisión pertinente, ordenó que se realizara visita social familiar a la residencia de la accionante. En la providencia, hace mención de los reiterados comunicados emitidos por la Corte Constitucional, en el sentido de que entratándose de conflictos relacionados con prestaciones sociales, despidos injustos y demás situaciones laborales, el mecanismo adecuado para su reclamación es la jurisdicción ordinaria. Recuerda la regla general que sostiene la improcedencia de la acción para solicitar el reintegro de empleados públicos la cual maneja ciertas excepciones relacionadas con la afectación de los derechos fundamentales, las que no se ven plasmadas en el caso objeto de estudio, ya que la señora ALBA LUCIA ZAPATA ARROYAVE, no se encontraba en estado de debilidad manifiesta porque tiene el apoyo y colaboración de su compañero permanente y cuenta además, con otra alternativa económica que permite asegurar el sostenimiento de su familia y el suyo, aunado a que poseen vivienda propia, que percibe ingresos adicionales como cuota de alimento para su hijo de 15 años, dado que se separó del padre del niño y decidió iniciar otra relación la que actualmente se mantiene. Tampoco ostenta la condición de mujer cabeza de familia en los términos propuestos por la Ley 82/93. Por lo tanto, no tuteló los derechos reclamados.

2.6 En el caso de la señora NANCY AGUIRRE RAMIREZ, el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, sostiene que no es posible considerarla madre cabeza de familia, primero: Porque vive al lado de su esposo, quien dicho sea de paso labora en la Cooperativa de Caficultores del municipio de Arabia, Pereira, desde hace tres años. En segundo lugar, la misma demandante, según el informe de visita socio familiar realizado, trabaja como auxiliar de enfermería, luego, no se configura la deficiencia de ayuda sustancial de los demás miembros del grupo familiar, al punto que la pareja de esposos OSPINA AGUIRRE devengan salario y ayudan a los gastos del hogar, incluidos desde luego sus padres. Decidió no otorgar el amparo pedido.
2.7  En el caso del señor JOSE LUIS MESA MEJIA,  la señora Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (e), mencionó la presentación de dos peticiones de tutela iguales, la primera, fallada por el Juzgado Primero Laboral del Circuito con fecha de 5 de agosto de 2005, la cual denegó la acción de tutela promovida, y la actual, por lo que había lugar a declarar la improcedencia de la acción. No era factible afirmarse que el accionante trató de opacar la actuación anterior, sino que por el contrario hizo mención de ella para que se estudiaran nuevamente los hechos, de manera que no podía tomarse lo actuado por el solicitante como temerario. Empero, negó la tutela de los derechos denunciados como vulnerados por el actor.
2.8 La señora Juez Cuarta Penal del Circuito, determinó el quebrantamiento de los derechos fundamentales por el desconocimiento de la accionada de normas de rango constitucional en el momento de despido de los empleados, los cuales, tuvieron que renunciar a su carrera administrativa, optar a una ínfima indemnización y además, aceptar ser nuevamente contratados por Cooperativas de Trabajo Asociado, con una disminución de un 30 a 40%. Además de lo anterior, estaba plenamente comprobada la condición de cabeza de familia de la señora MARÍA ELENA GIRALDO GONZÁLEZ, tal como había quedado probado con los anexos de la tutela, en donde se apreciaba que era soltera, que sus padres ancianos dependían económicamente de ella, además debía velar por el sostenimiento de su sobrina de quien dice que es niña especial. Por ello, no ha debido ser desvinculada ya que se encontraba amparada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 790 de 2002. Con base en esos planteamientos, tuteló los derechos invocados y ordenó el reintegro de la actora.
3.- IMPUGNACIÓN

De los escritos presentados, se extracta:
3.1 Al impugnar la decisión del Juzgado Primero Penal del Circuito que concedió el amparo solicitado por la señora YENY MONTENEGRO, la Apoderada del Hospital San Jorge pone en tela de duda la aplicación de las normas del retén social para el caso de las entidades departamentales, puesto que en su concepto, las mismas solamente se refieren a los organismos del nivel central. Empero, de llegarse a aceptar tal posición, aduce que el artículo 12 de la ley 790 de 2002 hace referencia a las madres cabeza de familia sin alternativa económica, lo cual no acontece en el caso de la accionante puesto que se acreditó al responder la tutela, que se le entregó lo concerniente a las prestaciones sociales, deuda laboral e indemnización; y además, se le dio la oportunidad de optar por la prestación económica o la reubicación en otra entidad, pero escogió la opción dineraria. Solicita en consecuencia la revocatoria de la decisión tomada.

3.2 La señora LUZ MIRYAM PARRA VALLE, al atacar el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito, ataca el argumento por medio del cual se le negó el amparo, es decir, dejar pasar más de veinte (20) meses para acudir a la acción y por tanto, haberse pretermitido el principio de inmediatez que caracteriza a la acción de tutela. Frente a ello, dice que si no lo hizo en tiempo fue por ignorancia, desinformación y hasta por falta de seguridad. Ahora, acudía a interponer la acción, debido a que por el proceso de reestructuración muchas madres cabeza de familia, debidamente asesoradas habían obtenido su reintegro.

Afirma además, frente a lo sostenido en el fallo que nunca fue indemnizada, recibió tan solo $3.345.304 por concepto de deuda laboral y prestaciones sociales. Sobre su situación particular afirma que en verdad es ella quien sostiene a su madre y que si bien es cierto tiene otro hermano, desconocen su paradero y nunca colaboró con su progenitora, peor aún, dejó abandonado a su hijo que ahora tiene 21 años el cual tuvo que sostener desde que tenía un (1) año. Destaca también que en el registro civil de su hija, hay constancia de que su padre nunca respondió por ella. Transcribe amplia y prolija jurisprudencia, para finalmente, solicitar la revocatoria de la sentencia y se conceda la protección que invoca.
3.3  En el caso de la señora LUZ MARIA MARIN OCAMPO, al controvertir el fallo que tuteló los derechos de la accionante y ordenó su reintegro, de manera similar a lo relacionado en otras acciones desfavorables al Hospital, la apoderada cuestiona la aplicación de la protección especial a las madres cabeza de familia, frente a entidades del orden departamental. Acto seguido, hace alusión a uno de los requisitos exigidos por la Ley 790 de 2002: a la protección para aquellas mujeres que no cuenten con otra alternativa económica. Sobre el punto, refiere que la tutelante tenía la alternativa laboral de vincularse a una cooperativa por un verdadero contrato de trabajo, el cual tiene todas las prerrogativas prestacionales que la ley exige. Afirma que con dicho empleo no se disminuiría el salario en un 30%, tal como puede corroborarse, pero en todo caso en ningún momento probó que el trabajo que se le ofrecía a través de la Cooperativa hubiere desmejorado sustancialmente sus condiciones laborales.
Señaló el carácter subsidiario de la acción de tutela y la exigencia de un perjuicio irremediable como requisito de procedibilidad cuando existe otra vía judicial, igualmente, la improcedencia cuando se recibe el pago de una indemnización por despido injusto.
3.4 Al impugnar la decisión del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado, que denegó el amparo solicitado por la señora NATIVIDAD SANCHEZ GALLON, ella, de manera directa, plantea la gran desventaja que tienen quienes han superado los cuarenta (40) años para ubicarse laboralmente, situación que es aprovechada por las cooperativas de servicios, para contratar a quienes se ven forzados a acudir a esta modalidad de ocupación laboral, que implica una disminución del salario de los trabajadores, ausencia de seguridad social, garantías laborales y prestaciones sociales. No obstante lo anterior, aclaró que en la actualidad no trabajaba. 

Sobre el fundamento del fallo para negar el amparo, manifiestó que si bien es cierto tiene un esposo, no lo es menos que sus ingresos no son fijos por trabajar de manera independiente y que lo que gana depende de lo que venda y por tanto, no puede ayudarle con los gastos de su madre. Solicita entonces la revocatoria del fallo y se ordene el reintegro al puesto que venía desempeñando.
3.5 La apoderada de la señora LUZ NELLY BERMÚDEZ VILLADA, quien obtuvo fallo desfavorable a sus intereses, lo ataca afirmando que se ha dado una errónea interpretación al hecho de haber tenido su poderdante la opción de escoger la indemnización o la reubicación, dado que tal situación fue el resultado de la primera acción de tutela interpuesta. En lo que hace con la no interposición de los recursos de la vía gubernativa, plantea que no era posible dado que en el caso de otra señora despedida en las mismas condiciones, al acudir al recurso se le informó que contra el comunicado por medio del cual se le informaba la supresión del cargo, no procedía ningún recurso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 49 del CCA. Frente a la inmediatez, argumenta que previamente se había presentado otra acción de tutela, la cual por no prosperar, fue el sustento de esta a la que ahora se acudía.

Respecto a la circunstancia de ser casada y convivir con su cónyuge, se interponía la acción en vista que a otras compañeras que contaban con otra persona pero cuya situación económica no permitía colaborar con las actividades familiares, se les había concedido el amparo. Aduce que la situación de la señora BERMÚDEZ VILLADA es deprimente dado que su esposo se dedica a la venta de revuelto, lo que no le permite proveer por su subsistencia y la de su familia.
3.6 Por su parte, la apoderada de la señora ALBA LUCÍA ZAPATA ARROYAVE, a quien le fuera negado el amparo por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, hace referencia al resultado de la visita social familiar practicada en la residencia de la actora, donde se corroboró que la señora ZAPATA convivía con el también exfuncionario del hospital JHON FREDY AYALA, de cuya unión existían dos menores de edad de quince (15) y cuatro (4) años respectivamente. Censura que no se haya concedido el amparo por el hecho de que el compañero haya sido vinculado de manera precaria y de manera indirecta al Hospital, sin contar con la estabilidad que antes tenían, dado que ante las órdenes de reintegro emitidas, han sido despedidos quienes estaban vinculados a través de la Cooperativa.

Ataca también la alusión del despacho a la posibilidad de ventilarse el asunto ante la jurisdicción ordinaria por lo que en su decir llama, supuesta no configuración del perjuicio irremediable, Frente a ello, aduce que es claro que la entidad accionada actúa de conformidad con los postulados legales pero no así frente a las garantías constitucionales, amparables solamente a través de la acción de tutela. Por demás, estima que sí existe tal perjuicio por encontrarse de por medio la subsistencia, formación y sostenimiento de dos (2) menores de edad que gozan de la especial protección constitucional. Solicita por tanto, la revocatoria del fallo y la concesión de las súplicas hechas en la demanda. 
3.7. Al sustentar la impugnación contra el fallo que negó el amparo solicitado por la señora NANCY AGUIRRE RAMÍREZ, su apoderada se ocupa inicialmente de lo concerniente con la opción concedida para optar por la indemnización o la reubicación. Sobre esta última, refiere que es un formalismo y que se conoce el caso de varias personas que escogieron el tratamiento preferencial para ser reubicados y aún después de pasados los seis (6) meses contemplados en la legislación, continúan sin laborar. De ello, colige que la entidad no tiene intención de vincular a quienes optaron por tal alternativa, situación que llevó a su mandante a inclinarse por la indemnización, dado que las necesidades de su grupo familiar así se lo imponían.

Sobre los otros argumentos esbozados en la providencia sostiene que en verdad la señora AGUIRRE RAMÍREZ se encontraba laborando en el Hospital de Kennedy pero con un contrato de tres (3) meses de duración, lo cual no le ofrece ninguna estabilidad laboral. Confirma también que el esposo de la actora es empleado en la Cooperativa de Caficultores de Arabia, hecho señalado desde un principio. Empero, sus ingresos son muy bajos y por consiguiente sólo alcanzan para su grupo básico familiar pero no cubren los gastos originados por la atención de los padres de su esposa –la accionante-. En cuanto a la ayuda de sus hermanos, es coyuntural dada la situación de inestabilidad en que vive desde el momento de su retiro del Hospital San Jorge. Por otro lado, señala que la indemnización recibida no es óbice para ordenar la reincorporación que pide.
3.8. El señor JOSÉ LUIS MESA MEJÍA controvierte la posición sostenida en el fallo atinente a la presentación de dos tuteles iguales para obtener la protección invocada. Para ello dice que actuó con honestidad, dentro del poco entendimiento que tiene de las leyes, que eso sí, sabe,  le permite estar conciente de su derecho a acudir ante la justicia en búsqueda de la protección de sus derechos y los de sus dos (2) hijas menores.
Señala que en efecto, presentó en enero veinte (20) de dos mil cinco (2005) una acción que pretendía el pago de salarios atrasados. Luego, interpuso recurso de reposición contra la resolución que le reconoció la liquidación y la indemnización, la cual sólo fue resuelta el trece (13) de mayo del año anterior. Ante esto, el veinte (20) de abril presentó la otra tutela, alegando la condición de padre cabeza de familia. Por tanto, el Juzgado carece de razón cuando dice que la acción se presentó seis (6) meses después. 
Aclara que las tutelas son diferentes y el hecho de obrar en ambas pruebas parecidas no quiere decir nada, pues resultaría ilógico buscar otra forma de demostrar que es padre de familia ya que sus hijas son las mismas, sus registros civiles iguales, estudian en el mismo colegio, las resoluciones de nombramiento, posesión, reestructuración y liquidación son las mismas. En la presente, busca que la justicia profundice un poco más en el análisis de su situación y la de sus dos hijas menores. Trata de demostrar que no ha habido un debido proceso en la manera como el Hospital ha manejado su situación, ya que manifestó que había cancelado la deuda que tenía con él, lo que no es cierto así como tampoco que tenía un empleo estable en esa entidad, pues había anexado copias de la carta de despido. Aclara además, que la tutela no es por el proceso de reestructuración del hospital, sino por el manejo particular que se la ha dado por parte de la accionada a su caso.
3.9 Finalmente, en lo que refiere a la impugnación hecha por la apoderada del Hospital Universitario San Jorge, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira mediante el cual se ordenó el reintegro de la señora MARY ELENA GIRALDO GONZÁLEZ, la apoderada acude básicamente a los mismos planteamientos esbozados en las otras acciones de tutela con resultado desfavorable a la entidad y a los cuales se hizo referencia con anterioridad: La no aplicación del retén social a los entes del nivel departamental como era ese centro asistencial, la existencia de alternativa económica para la accionante al reconocerle la suma de $7.335.461 por concepto de deuda laboral e indemnización. Además, llama la atención en que la actora optó por la prestación dineraria en lugar de la posibilidad de reubicación en otra entidad y por tanto, no se entiende por qué diez (10) meses después acude a la acción constitucional para pedir el reintegro. Solicita por tanto la revocatoria de la decisión.
4.- SE CONSIDERA
4.1.-  Problema Jurídico 

Debe la Sala dilucidar en primer lugar, si los accionantes presentan la calidad de madres, padres o mujeres cabeza de familia y, en segundo término, si era procedente su desvinculación como consecuencia de la reestructuración que se llevó a cabo en la E. S. E Hospital Universitario de Pereira. 

4.2.-  Solución al Debate Planteado

De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y Decretos 2591 de 1991 y 1392 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha respecto de los fallos de tutela proferidos por los Juzgados Primero, Cuarto y Sexto Penales del Circuito, Penal del Circuito Especializado y Primero y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira,  en sus roles de jueces constitucionales.
Valga la pena recordar que en anteriores ocasiones esta Corporación ha tenido oportunidad de pronunciarse sobre asuntos de connotaciones similares al que ahora concita la atención de la Sala y ha considerado que en efecto las normas del retén social establecen una protección general para todas las madres (padres) cabeza de familia que laboran en las entidades al servicio del Estado. Lo anterior, bajo el entendido que de no obrarse así, se estaría permitiendo una odiosa discriminación que resulta contraria a los postulados de la Constitución y al pensamiento del legislador, porque lo que se pretende es reforzar la estabilidad laboral de las personas que tienen a su cargo la manutención del hogar y de su grupo familiar en busca de la protección de los colectivos más desprotegidos de la sociedad como son las mujeres, los discapacitados, los ancianos y los niños. En esas condiciones, tanto necesita la protección establecida la madre cabeza de familia que labora en una entidad del orden Nacional, como quien presta sus servicios a los entes territoriales. Por tanto, no son de recibo las pretensiones de la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge, en cuanto se refiere a que las normas especiales de protección sobre tales sujetos protegidos, solamente se aplican a la administración del orden Nacional. 

Dado que las acciones de tutela giran en torno a las madres, padres, mujeres y hombres cabeza de familia, y es además, el punto central de las impugnaciones, será necesario retomar las exigencias legales y jurisprudenciales existentes en nuestro medio para determinar cuando una persona puede ser catalogada como tal, que debe decirse de una vez, es la base para otorgar la protección del grupo familiar dependiente de un solo individuo (hombre o mujer), que ejerce al mismo tiempo las funciones de padre y madre de familia. 

Como se ha dicho en otros momentos al analizar casos análogos, es oportuno resaltar que no solamente por depender económicamente del trabajador hijos menores, personas de la tercera edad, o incluso personas discapacitadas, se puede concluir que se está ante una madre (padre) o mujer (hombre) cabeza de familia, respectivamente, y por tanto,  se pueda hablar válidamente de sujetos que gozan de la especial protección constitucional y legal del Estado. Así, es necesario verificar el cumplimiento de unos requisitos señalados por la jurisprudencia cuyos apartes se transcriben, no sin antes advertir que por tratarse de fallos de unificación tienen especial preponderancia y señalan de manera clara y obligatoria el derrotero a seguir en estos eventos.

“Pues bien, atendiendo la exigencia constitucional prevista en el artículo 43 Superior, el Legislador aprobó la Ley 82 de 1993, relativa a la protección de la mujer cabeza de familia. La norma, al igual que otras sobre las que luego la Corte hará especial referencia, busca propiciar condiciones favorables en diversos escenarios como el acceso al sistema de seguridad social en salud, a programas educativos o al fomento de la actividad económica. Su artículo 2 señala las características estructurales de la condición de madre cabeza de familia en los siguientes términos: “quien siendo soltera o casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del núcleo familiar.”

Al respecto la Corte advierte que no toda mujer puede ser considerada como madre cabeza de familia por el sólo hecho de que esté a su cargo la dirección del hogar. En efecto, para tener dicha condición es presupuesto indispensable (i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras personas incapacitadas para trabajar; (ii) que esa responsabilidad sea de carácter permanente; (iii) no sólo la ausencia permanente o abandono del hogar por parte de la pareja, sino que aquélla se sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones como padre; (iv) o bien que la pareja no asuma la responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o mental ó, como es obvio, la muerte; (v) por último, que haya una deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo cual significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar.

Para el caso concreto de los hombres, la protección también fue extendida y se dijo:

Si extrapolamos tales definiciones al padre cabeza de familia, tendríamos de entrada que sostener que  no basta con que el hombre se encargue de proveer el dinero necesario para sostener el hogar y asegurar así las condiciones mínimas de subsistencia de los hijos, panorama tradicional del hombre que mantiene un hogar, es el proveedor de los bienes de consumo, y el pater familias. El hombre que reclame tal status, a la luz de los  criterios sostenidos para las mujeres cabeza de familia, debe demostrar ante las autoridades competentes, algunas de las situaciones que se enuncian, las cuales  obviamente no son todas ni las únicas,  pues deberá siempre tenerse en cuenta la proyección de tal condición a los hijos como destinatarios principales de tal beneficio.

(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que realmente sea una persona que les  brinda el cuidado y el amor que los niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean efectivamente asumidas y cumplidas, pues se descarta todo tipo de procesos judiciales y demandas que se sigan contra los trabajadores por inasistencia de tales compromisos.

(ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o moralmente, sea de la tercera edad, o su presencia resulte totalmente indispensable en la atención de hijos menores enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la presencia de la madre.

(iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre cabeza de familia para demostrar tal condición. En efecto, de conformidad con el parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993: “esta condición (la de mujer cabeza de familia y en su caso, la del hombre cabeza de familia) y la cesación de la misma, desde el momento en que ocurra el respectivo evento, deberá ser declarada por la mujer cabeza de familia de bajos ingresos ante notario, expresando las circunstancias básicas de su caso y sin que por este concepto, se causen emolumentos notariales a su cargo.”

En aplicación de tal doctrina, cabe concluir que por la necesidad de hacer realidad el imperativo constitucional contenido en el artículo 44 Superior de proteger integralmente a los menores de edad
 el retén social puede resultar aplicable a los padres cabeza de familia, que demuestren hallarse en algunas de las hipótesis mencionadas.

Sentada entonces la posición del la Sala al respecto, el paso obligado a seguir será verificar si las situaciones personales planteadas por cada uno de los accionantes, corresponden con las premisas anteriormente anotadas con miras a determinar si en verdad se reúnen las exigencias para ser catalogados como madres (padres) cabeza de familia, en orden a acceder a la protección constitucional y legal dispuesta, enmarcada dentro de lo que se ha denominado el retén social. Veamos:

4.2.1. La señora YENY MONTENEGRO demostró que es la única persona que vela por el sostenimiento de sus dos hijos menores, Santiago y Tatiana de tres (3) y siete (7) años respectivamente. Si bien es cierto, los menores tienen su padre, bajo la gravedad del juramento la actora admitió ante el Juzgado que él no vela por sus hijos desde hace aproximadamente cinco (5) años cuando se separaron y que además, es una persona que se encuentra desempleada (Fl. 84 Vto.). De otro lado, obra en el expediente declaración extraproceso donde dos ciudadanos manifestaron que la señora MONTENEGRO era cabeza de familia. Además, también quedó acreditado que el grupo familiar de la accionante está también integrado por su señora madre, quien por tener desórdenes mentales es acreedora a una sustitución pensional que de todas maneras es inferior al mínimo. Incluso cuando su progenitora se enferma, debe buscar quien cuide no solo de sus niños, sino también de ella.
Significa lo anterior que la señora YENY MONTENEGRO satisface a cabalidad la hipótesis legal y jurisprudencial para considerarla madre cabeza de familia, dado que tal afirmación permaneció incólume durante el trámite y por tanto, era una de las personas con especial protección que no podía ser despedida en la manera en que se hizo por parte de la entidad accionada.
4.2.2. Examinada con detenimiento la situación de la señora LUZ MIRYAM PARRA VALLE, no puede desconocer la Sala que en verdad en tal ciudadana confluyen circunstancias que permiten proclamar de ella la condición de madre cabeza de familia. Para ello, baste mirar que su afirmación de ser la única quien vela por su pequeña hija de dos (2) años de edad y de sus padres de sesenta y ocho (68) y cincuenta y siete (57) respectivamente, es ella. Así se afirmó en el escrito mediante el cual se solicita el amparo y en la declaración extraproceso adjuntada al mismo (Fl. 28). Incluso, en lo referente a la niña, en el registro civil aportado, que obra en el folio 29, se ve que no fue reconocida por su padre.
Empero, tampoco puede pasar desapercibido que en verdad ha transcurrido un considerable lapso desde que se produjo su retiro y la fecha en que se interpuso la acción. En efecto, nótese como su desvinculación ocurrió el dieciséis (16) de abril del año dos mil cuatro (2004) y la acción se intenta tan sólo el veintisiete (27) de diciembre de dos mil cinco (2005), es decir, veinte (20) meses después. Al respecto la Corte ha señalado unos términos dentro de los cuales se puede incoar la acción, los mismos que están ampliamente superados en el presente evento y por tanto, en principio permitirían avalar la decisión de declarar improcedente la acción, que tomó la señora funcionaria sentenciadora.
Seguir un derrotero tal, permitiría que se llegara a pensar que respecto de las acciones de tutela presentadas con motivo de la reestructuración del Hospital de finales del año dos mil cuatro (2004) y principios de dos mil cinco (2005), sucedería el mismo fenómeno. Pero en estos casos, se han presentado una serie de sucesos que permiten a la Sala concluir que no hay todavía lugar a considerar las peticiones hasta ahora presentadas como extemporáneas. Por un lado, la complejidad del proceso de desvinculación dado que la cancelación de deudas laborales e indemnizaciones sólo se produjo varios meses después del retiro y, de otro, la expedición a mediados del año pasado de las sentencias de unificación que sirven de fundamento para las decisiones que esta Colegiatura ha proferido, que variaron sustancialmente el panorama jurídico respecto a la desvinculación de los empleados oficiales con ocasión de la reestructuración adelantada en el sector público. Es que, precisamente, fue la diversidad de criterios presentados sobre situaciones como las que aquí se analiza, lo que provocó el proferimiento de tales providencias unificadoras.
En ese orden de ideas, no se puede fijar un límite temporal absoluto para determinar cuando se está dentro del tiempo para incoar la acción y cuando no, por lo que se precisa de un detenido análisis de las circunstancias particulares de cada evento. Para el caso que nos ocupa, no hay razón para no creerle a la actora, cuando de una manera sincera manifiesta que si no había interpuesto la demanda antes era por la ignorancia y la falta de información, pero ante la solución que se le brindó a otras compañeras al aplicarse las directrices señaladas por la Corte, estimó oportuno pedir la tutela de sus derechos como madre cabeza de familia. Es más, en aras de garantizar un efectivo derecho a la igualdad, que pregona que frente a situaciones iguales, se deben aplicar las mismas disposiciones, no aparece justo que a la hora de ahora se le niegue la protección que se ha brindado a otras personas en similares circunstancias.

Nótese además, que la accionante no permaneció inactiva durante el término de su desvinculación, por el contrario el día cuatro (4) de enero de dos mil cinco (2005) presentó derecho de petición al Hospital Universitario San Jorge, en el cual solicitaba se le reconociera su condición de madre cabeza de familia y por tanto, pedía su reintegro, cuyo resultado obviamente fue contrario a sus intereses.

Por tanto, acreditada como está su condición de madre cabeza de familia, y dado que para el momento de su desvinculación también estaban vigentes las normas que desarrollan la especial protección reservada para ellas, se procederá a otorgar el amparo deprecado.
4.2.3. No ofrece reparo la decisión tomada por el señor Juez Sexto Penal del Circuito al otorgar la protección invocada por la señora LUZ MARÍA MARÍN OCAMPO, dado que quedó debidamente probada su condición de mujer cabeza de familia, la única persona que vela por sus ancianos padres. Ni en la impugnación presentada ni a lo largo del trámite surtido en la primera instancia se logró desvirtuar tal condición, y por tanto, se avalará la decisión allí tomada. 

4.2.4. No puede predicarse que la señora NATIVIDAD SÁNCHEZ GALLÓN posea la calidad de madre cabeza de familia, dado que cuenta con el apoyo de su esposo, es decir, no soporta desde una posición de exclusividad la carga de sostener a su grupo familiar. La circunstancia de no tener una asignación fija su consorte, no es argumento válido que permita otorgar la protección pedida, por tanto, la decisión tomada por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado, será avalada.
4.2.5 Situación similar se presenta en lo que hace con la demanda instaurada por intermedio de apoderada, por la señora LUZ NELLY BERMÚDEZ VILLADA, ya que también cuenta con su esposo, con quien comparte los gastos del hogar. No sobra recordar que la protección dispuesta tiene como destinatarios a quienes de manera solitaria asumen un rol de padre y madre de familia, ante la ausencia de la otra persona, o existiendo esta, se encuentra incapacitada para laborar o velar por los niños o ancianos desvalidos que integran el grupo familiar.  Obviamente ese no es el caso de la actora y por tanto, no era posible acceder a sus pretensiones.
4.2.6. Tampoco podía ordenarse el reintegro de la señora ALBA LUCÍA ZAPATA ARROYABE, dado que en su caso, cuenta por un lado con la ayuda de su actual compañero permanente y por el otro, el padre biológico de su hijo menor, también contribuye al sostenimiento de su hijo. En otras palabras, no reúne la actora las condiciones para ser catalogada como madre cabeza de familia y por ende, la decisión así tomada tiene un adecuado fundamento legal y jurisprudencial.
4.2.7.  En lo concerniente con la señora NANCY AGUIRRE RAMÍREZ, quedó también evidenciado que cuenta con su esposo, que aunque según se afirma devenga poco salario, ello no es suficiente para que se pueda pregonar de ella la calidad que permitiría acceder al amparo constitucional. Por lo que respecta a los padres de la actora, buen cuidado tuvo el Juzgado conociente de ordenar una visita social familiar, de la cual se desprendió que existen otros hermanos que también tienen la obligación de velar por la manutención de sus progenitores y por tanto, se desvirtuó la condición de única hija que propende por sus padres, invocada por accionante. Por tanto, no era procedente en este evento conceder el amparo deprecado.
4.2.8. Bien particular es el caso del señor JOSÉ LUIS MESA MEJÍA, dado que sigue insistiendo en su calidad de padre cabeza de familia, para lo cual informa que es la única persona que vela por el sostenimiento de sus dos hijas menores de once (11) y nueve (9) años respectivamente. No puede pasar desapercibido que una acción de tutela sino igual, por lo menos muy similar ya había sido presentada ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad y al serle negado el amparo, la Sala laboral de este Tribunal, conoció del asunto y le imprimió confirmación a la providencia impugnada.
Sin embargo, y a pesar de parecer temeraria la nueva acción incoada que ahora nos incumbe, encuentra esta Colegiatura que infortunadamente para el accionante aún subsisten las mismas razones que llevaron en esas oportunidades a la no concesión del amparo pedido: No ha demostrado fehacientemente la calidad de padre cabeza de familia. Obsérvese por ejemplo, que no hay duda en cuanto que convive con sus dos hijas menores de edad, pero nada se dice ni en la petición inicial ni en la impugnación, sobre la suerte de su otrora esposa, dónde se encuentra, a qué actividades se dedica y lo más importante, si contribuye o no con el sostenimiento de sus descendientes. En esas condiciones, no puede concederse el amparo pedido.
4.2.9.  En lo que hace con la señora MARY ELENA GIRALDO GONZÁLEZ, llama la también encuentra la Sala, que satisface los requisitos para pregonar de ella la calidad de madre cabeza de familia que reclama y que fue debidamente reconocida en el fallo de primera instancia. 
Al revisar este trámite en particular, no se encontró alusión alguna a una niña especial que fuera sobrina de la accionante. Probablemente sea el producto de un error involuntario de trascripción, que de todas maneras exige una mayor revisión de las decisiones adoptadas
4.3. Conclusiones 

4.3.1. Se confirmará la sentencia de tutela rubricada por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, en el caso de la señora YENY MONTENEGRO.

4.3.2. Se revocará el fallo del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, que negó el amparo solicitado por la señora LUZ MIRYAM PARRA VALLE. En consecuencia se dispondrá que en un término no superior a diez (10) días, produzca su reintegro sin solución de continuidad a un cargo igual o similar al que venía desempeñando al momento de ser desvinculada, dado que por ser madre cabeza de familia, sujeto de especial protección constitucional y legal, no era posible su retiro el la forma en que se realizó.
4.3.3. Se confirmará el fallo proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito, que ordenó el reintegro de la señora LUZ MARÍA MARÍN OCAMPO. Sin embargo, será adicionado en cuento se dispone que se realice un cruce de cuentas entre lo adeudado y lo que se canceló a la accionante por concepto de indemnización, así como lo percibido durante la relación laboral con la COOPERATIVA COOTRASERVI. En este último caso, se entiende que el Hospital Universitario San Jorge cancelará la diferencia entre lo pagado y lo que normalmente devengaba la señora MARÍN OCAMPO en el cargo que desempeñaba, con lo cual se busca no dar lugar a un enriquecimiento sin causa.

4.3.4. Se procederá a confirmar la decisión adoptada por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado, mediante la cual negó el amparo pedido por la señora NATIVIDAD SÁNCHEZ GALLÓN.

4.3.5.  Se avalará el fallo de tutela que declaró improcedente la tutela en el caso de la señora LUZ NELLY BERMÚDEZ VILLADA, proferido por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado.

4.3.6. Se imprimirá confirmación a la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad,  que negó la protección invocada por la señora ALBA LUCÍA ZAPATA ARROYAVE
4.3.7. Se confirmará la sentencia mediante la cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, negó el reintegro pedido por la señora NANCY AGUIRRE RAMÍREZ.
4.3.8 Se avalará el fallo que negó la protección pedida por el señor JOSÉ LUIS MESA MEJÍA, proferido por la señora Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (e).
4.3.9.  Se confirmará la decisión tomada por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito, en cuanto ordenó el reintegro de la señora MARY ELENA GIRALDO GONZÁLEZ. 
Finalmente, y en sustento de las determinaciones que aquí se han tomado, deberá decirse en lo que hace con los argumentos defensivos esbozados por parte de quienes defienden los intereses de la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge, tal como lo ha sostenido la Sala en ocasiones anteriores, que no son de recibo las afirmaciones contenidas tanto en las respuestas como en la interposición de los recursos, acerca de no ser los accionantes madres o mujeres cabeza de familia sin alternativa económica, merced a la posibilidad de vincularse laboralmente a prestar los servicios a la misma E. entidad por intermedio de una cooperativa, dado que tal circunstancia conllevaba una desmejora de las condiciones laborales de personas cuyo fuero de estabilidad laboral reforzada debe respetarse.

En aquellos eventos en que se ha concedido el amparo, es probable que los beneficiados de una u otra manera hayan percibido remuneración cuyo origen se remonta a los dineros públicos de la E.S.E. Hospital Universitario. Ocurre que al disponerse que el reintegro sea sin solución de continuidad como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional, es probable que se genere una doble remuneración que de todas maneras no está obligada a cubrir la entidad accionada, y se patrocine así de manera indebida, un probable enriquecimiento sin causa en cabeza de los actores. Por tanto, y en aras de dejar a salvo las finanzas del Centro Hospitalario, se dispondrá que en tales eventos de todas maneras se realice cruce de cuentas, con el fin de que los beneficiados sólo reciban la diferencia entre lo pagado y lo que deberían haber recibido de continuar en su puesto.

5.- DECISIÓN  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA Se confirmará la sentencia de tutela rubricada por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, en el caso de la señora YENY MONTENEGRO. 

SEGUNDO: SE REVOCA el fallo del Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, que negó el amparo solicitado por la señora LUZ MIRYAM PARRA VALLE. En su defecto, se tutelan los derechos invocados por la actora y en consecuencia, se dispone que en un término no superior a diez (10) días, la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge, proceda a reintegrarla sin solución de continuidad, a un cargo igual o similar al que venía desempeñando al momento de ser desvinculada, dado que por ser madre cabeza de familia, sujeto de especial protección constitucional y legal, no era posible su retiro en la forma en que se realizó. No se ordena efectuar cruce de cuentas porque la accionante fue enfática en señalar que nunca recibió indemnización y que además, no ha laborado después de producido su despido.
TERCERO: Se CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito, que ordenó el reintegro de la señora LUZ MARÍA MARÍN OCAMPO, y lo ADICIONA en cuanto se dispone que se realice un cruce de cuentas entre lo adeudado y lo que se canceló a la accionante por concepto de indemnización, así como lo percibido durante la relación laboral con la COOPERATIVA COOTRASERVI. En este último caso, se entiende que el Hospital Universitario San Jorge cancelará la diferencia entre lo pagado y lo que normalmente devengaba la señora MARÍN OCAMPO en el cargo que desempeñaba, con lo cual se busca no dar lugar a un enriquecimiento sin causa.

CUARTO: SE CONFIRMA la decisión adoptada por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado, mediante la cual negó el amparo pedido por la señora NATIVIDAD SÁNCHEZ GALLÓN.

QUINTO: SE CONFIRMA el fallo de tutela que declaró improcedente la tutela en el caso de la señora LUZ NELLY BERMÚDEZ VILLADA, proferido por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado.

SEXTO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad,  que negó la protección invocada por la señora ALBA LUCÍA ZAPATA ARROYAVE

SÉPTIMO: SE CONFIRMA la sentencia mediante la cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, negó el reintegro pedido por la señora NANCY AGUIRRE RAMÍREZ.
OCTAVO: SE CONFIRMA el fallo que negó la protección pedida por el señor JOSÉ LUIS MESA MEJÍA, proferido por la señora Juez Segunda de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (e).

NOVENO: SE CONFIRMA la decisión tomada por la señora Juez Cuarta Penal del Circuito, que ordenó el reintegro de la señora MARY ELENA GIRALDO GONZÁLEZ. 
DÉCIMO: Se REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                                     VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� Sentencia SU-388 del 13-04-2005, M. P. Dra. CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ


� Sobre este particular, la Corte en la sentencia T-925 de 2004 sostuvo “aunque  en el mismo artículo se incluye un parágrafo en el que se indica que  la mujer deberá declarar ante notario dicha situación, tanto cuando la adquiera como cuando  la pierda, para efectos de  prueba, no es una condición que dependa de una formalidad jurídica”    


� Para los efectos del presente proceso resulta relevante recordar que la jurisprudencia de la Corte ha precisado que la protección constitucional estatuida en el artículo 44 C.P. en favor de los "niños" ha de entenderse referida a todo menor de dieciocho años. Así lo explicó esta Corporación  en la Sentencia C-092 de 2002, en la que examinó el alcance de las expresiones  niño, adolescente y menor, a que alude la Constitución en diferentes artículos, así como a las referencias que a ellos se hacen en los instrumentos internacionales y en la legislación nacional y concluyó que en Colombia, los adolescentes gozan de los mismos privilegios y derechos fundamentales que los niños y  que  en este sentido todo menor de 18 años tiene derecho a la protección  superior establecida en la Carta.  La Corte ha reiterado esta doctrina entre otras en las Sentencias C-247 de 2004, T015 de 2004 y T-853 de 2004.


� Sentencia SU-389 del 13-04-2005. M. P. Dr. Jaime Araújo Rentaría.
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